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Cabría pensar, hipotéticamente, en la omisión de un deber de
deligencia en el Juez Que, al menos, habría coadyuvado a la
vulneración del derecho fundamental invocado, deber que vendría
legalmente impuesto por el arto 10 LEC al señalar, después de
establecer el requisito de postulación a través de Abogado legal­
mente habilitado, Que no se proveerá a ninguna solicitud que no
lleve la firma de Abogado. Sin embargo, el alcance de dicha
obligación no puede extenderse más allá de la constatación de la
presencia de dicha firma de Quien aparezca como Letrado y sólo
cuando sUIja alguna duda sobre dicha condición o se fonnule
alegación de pane en tal sentido podría estar justificada la exigencia
de ulterior comprobación, acudiendo, entonces, como primera
providencia a la relación de los Abogados legalmente habilitados
que ha de remitir el Secretario del correspondiente Colegio con·
forme al arto 24 del Estatuto de la Abogacía para hacer efectivo el
requisito establecido en el arto 439.2 de la LOPJ. supuestos Que no
concurren en el presente caso.

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J..E CONFIERE LA CONSTITU­
CION DE LA NACION ESPANOLA.

Ha decidido:

Desestimar el amparo solicitado por don Tomás Delgado
Torres.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado~.

Dada en Madrid a nueve de diciembre de mil novecientos
ochenta y siete.-Gloria Begué Cantón.-Angel Latorre
Segura.-Femando García Mon y. González Regueral.-Carlos de la
Vega Bcnayas.-JesÚs Leguina Villa.-Luis López Guerra.-Firmados
y rubricados.

Decretcrley 22/1977, de 30 de marzo. Por Orden ministerial de 3
de agosto de 1983 se declaró la invalidez pardal del acto de
calificación del tercer ejercicio en cuanto a la aprobación de los
cuatro opositores con menor puntuación, entre los Que se encon­
traba el recurrente.

Interpuesto recurso contencioscradministrativ-o contradicha
Orden ministerial, tras agotar la vía administrativa. fue desesti·
mado por Seut.cm.:ia de 20 de septiembre de 1986 de la sala de lo
ContencioscrAdministrativo, Sección Tercera, de la Audiencia
Nacional.

Interpuesto recurso de apelación contra dicha Sentencia, no fue
admitido por providencia de la misma Sección de 4 de noviembre
de 1986, confirmada después en súplica por Auto de 30 de enero
de 1987.

3. Los fundamentos de Derecho de la demanda son los
siguientes:

a) La Orden ministerial de 3 de agosto de 1983 referida y la
Senwnci-a-a~ la Audiencia: Naciuüil u1: :m-de- ~tiefiIbre de i9&ó
en cuanto que la confinna, vulneran el derecho a la igualdad ante
la Ley reconocido en el art. 14 de la C.E., dado Q,ue existen otros
supuestos análogos en que el Ministerio de EducaCIón '1 Ciencia ha
entendido, en aplicación de la disposición adicional qUlDta del Real
Decreto-Iey 22/ j 977. de 30 de marzo. que los opositores aprobados
en el último ejercicio de los concursos-oposición a Profesores
adjuntos de Umversidad Que excedieran de las plazas convocadas
debían ser integrados en dicho Cuerpo en la situación de aspirantes
en expectativa de ingreso. Los precedentes administrativos que
aplican esta solución, de los que se citan algunos, no operan al
margen de la normativa, sino Que constituyen una interpretación
literal de lo establecido en la seña1ada disposición adicional del
Real Decreto-ley 22/1977. por lo que al al?ar!ane de sus preceden­
tes legales el Ministerio incurrió en discnminación.

b) La providencia de 4 de nnviembre de 1986 Yel Auto de 30
de enero de 1987 Que inadmiten el recurso de apelación contra la
mencionada Sentencia de la Audiencia Nacional vulneran el
arto 24 e.E. con conexión con el 14. Ello es así, en primer lugar,
porque la inadmisión de la apelación se produce en virtud de lo
dispu.,;to en el art. 94.1 a) de la Ley de la Jurisdicción Conteo·
cioso-Administrativa (en adelante, U.c.A.), que excluye el recurso
de apelación contra las Sentencias referidas a cuestiones de
personal. Pero nos encontramos ante UD recurso de una persona
fisica no funcionario contra la Administración, donde no cabe la
aplicación de las reglas específicas del procedimiento especial en
materia de personal En cualquier caso. la diferenciación que

FALLO

Sala Segunda. Recurso de amparo núm. ]26/87.
Sentencia núm. 195/1987, de 10 de diciembre.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria Begué Cantón. Presidenta; don Angel Lato"" Segura,
don Fernando García~Mon y González-Regueral, don Carlos de la
Vega Benayas, don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra,
Magistrados, ha pronunciado

Bar nÚ!:1. 309. SUl'k!:1cr.to

SENTENOA

En el recurso de amparo núm. 326/87. interpuesto por la
Procu,'-adora de los Tribunales doña María Ortiz..Qmavate López.
en nombre y representación de don Luis Miguel Malina TJiiueros,
asistido del Letrado don Juan Carlos López-Amor, contra Orden
del Ministerio de Educación y Ciencia de 3 de agosto de 1983. v
contra "S"éiítenCÍa oeIa-Auélle-ncia Nacional de 20 de septiembre 'de
1986 que desestima el recurso interpuesto contra aquélla y resolu·
ciones que inadmiten recurso de apelación, ha comparecido el
Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el Magistrado don Carlos de la
Vega Benayas,. quien expresa el parecer de la Sala.

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

l. ANTECEDENTES

l. Por escrito Que tuvo entrada en este Tribunal el 13 de
marzo de 1987, procedente del Juzgado de guardia. donde fue
presentado el día 10 anterior. la Procuradora doña Maria Ortiz­
Cañavate López, en representación de don Luis Miguel Melina
Trigueros, interpuso recurso de amparo contra Orden del Ministe­
rio de Educación y Ciencia de 3 de agosto de 1983, Sentencia de la
Audiencia Nacional de 20 de septiembre de 1986 que la confinoa
y contra providencia de 4 de noviembre de 1986 Y Auto de 30 de
enero de 1987 de la propia Audiencia.

2. Se fundamenta el recurso en los siguientes hechos:
Por Orden del Ministerio de Educación "t Ciencia de 1 de

diciembre de 1981 se anunció concurso-<>posiclón para cubrir seis
plazas del Cuerpo de Profesores Adjuntos de UIUversidad en la
disciplina «Patología y Clínica Médicas». El recurrente aprobó los
tres ejercicios de la oposición y fue incluido en el aeta final J?Or el
Tribunal calificador entre los 10 opositores aprobados, adquinendo
un derecho a ser incluido en el Cuerpo o bien a ser considerado
aspirante en expectativa de ingreso, de acuerdo con el Real

efectivo de los intereses del afectado puede hablarse de privación
del derecho de defensa. Igualmente interesa recordar que el
a"'t. 238.3 LOPJ sólo considere como supuesto de nulidad de pleno
derecho de los aetos judiciales, que infrinian los principios de
audiencia, asistencia y defensa, cuando efectivamente se haya
producido indefensión. Incluso en el concreto ámbito de la
asistencia letrada gratuita, la citada Sentencia 47/1987 de este
Tribunal, recogiendo el criterio formulado por el Tribunal Europeo
de los Derechos Humanos, en Sentencias de 9 de octubre de 1979
(caso Airey) y de 25 de abril (caso Pakelli), señala que la ausencia
de Abogado sólo se valora como lesiva del d~recho constitucional
cuando la defensa ejercitada en concreto se revela determinante de
la indefensión.

En el presente caso, el recurrente aduce la carencia de la
condición de Letrado en quien ejercitó la defensa, pero no
eúdencia que fuera ésta la causa determinante de la vulneración
del derecho que invoca. A eso hay que añadir la consideración que
cabe hacer respecto de la presencia en el proceso civil de la
dualidad de partes y Que la estimación en exceso de alguno de los
derechas del art. 24 C.E. de una de ellas pueda traducirse en
menoscabo de los que el mismo precepto reconoce en igual medida
para la otra. En este caso pudiera resultar comprometido el derecho
a la tutela judicial efectiva y a un proceso sin dilaciones indebidas
de quien obtuvo a su favor la Sentencia definitivamente dictada en
apelación si Quebrase la seguridad jurídica que ésta otorga. vién­
dose obligada a un nuevo proceso en virtud de un defecto procesal
imputable en alguna medida a quien lo alega.

4. Por otra parte, también resulta dificil atribuir de forma
directa a una actuación u omisión judicial la intervención en la
defensa del recurrente de quien no tenia la condición de Letrado.
No debe olvidarse Que no se está ante una designación de oficio,
para cv,'o supuesto únicamente la Sentencia de 14 de noviembre de
1983 (RA 70/1982) establece el nexo causal preciso entre la
violación del derecho fundamental-y la actuación de los Tribunales,
sino ante la libre designación de la propia parte. que resultó
equivocada.
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est¿lblere la L.J.c.A. al privar de la apelación al personal al sercicio
de las Administraciones públicas carece de justificación objetiva y
razonable, lo que supone una vulneración del principio de igualdad
ante la ley de todos los españoles.

En consecuencia, se solicita de este Tribunal que declare la
nulidad de las resoluciones administrativas y judiciales impug·
nadas.

4. Por providencia de 1 de abril de 1987, la Sección Cuarta de
la Sala Segunda de este Tribunal Constitucional acuerda tener por
recibido el escrito de demanda de amparo, y por personada y parte
en nombre y representación de don Luis Miguel Molina Trigueros,
a la Procuradora doña María Orti2-Caiíavate López. Asimismo, se
concede un plazo común de diez días al Mimsterio Fiscal y al
solicitante del amparo, a fin de que dentro de dicho término
aleguen 10 que estimen pertinente respecto del motivo de inadmi­
sión de carecer la demanda manifiestamente de contenido que
justifique una decisión por pane de este Tribunal, confonne a lo
dispuesto en el an 50.2 b) de la LOTe. .

5. Por escrito de 8 de abril de 1987, don Fernando Jubo
Hcrrera González, Procurador de los Tribunales, se persona en
nombre y representación de don Luis Miguel Molina Trigueros, en
sustitución de la Procuradora doña María Oniz-Cañayate López.

6. El Fiscal, en escrito de 10 de abril de 1987, estima que la
impugnación de la Sentencia carece de todo fundamento. Se le
atribuye la misma vulneración que a la Orden impugnada porque,
al no anularla, consagra la discriminación denunciada. Si se tiene
en cuenta, aceptando el aregumento, que dicha desiguald.:l.d había
sido ya cometIda al recurrir ante la Audiencia y que el art. 44.1
exige que la vulneración denunciada sea imputable de modo
directo e inmediato a la resolución judicial, es fácil concluir en lo
infundado de la pretensión de amparo. Se da, pues, la causa de
inadmisibilidad del arto SO.2 b) de la LOTC. Añade que la
providencia y Auto Que den~ron la admisión de apelación se les
Imputa lesién de la tutelajudicial a que vienen obligados todos los
órgancs judiciales. Ciertamente que la denegación de un recurso
cua:1do está establecido en la Leyes denegación de justicia y, por
tanto, falta de tutela judicial, pero en nuestrO caso el recurso
ma.."lifiestamente no procedía, pues el proceso previo, aunque otra
cosa diga el recurrente, se siguió por las normas especiales del
procedimiento en materia de personal Así se deduce de los
antecedentes de la Sentencia, pues no hubo escrito de conclusiones
de las partes, que es fundamentalmente lo que diferencia uno y otro
procedimiento. Siendo así, no cabe recurso de apelación
[an 94.1 a) de la L.J.e.A.]. La Constitucionalidad de esta exclui­
sión, por otra parte, está admitida por este Tribunal (vg., como más
reciente, Auto de 14 de enero de 1987; R.A. 7S0/86~

7. Don Fernando Julio Herrera González, Procurador de los
Tribunales y de don Luis MiJuel Molina Trigueros, en escrito de
20 de abril de 1987, insistió en este trámite en sus argumentos
expuestos en la demanda.

8. Por providencia de 13 de mayo de 1987, la Sección Cuarta
de este Tribunal acuerda admitir a trámite la demanda de amparo.
Asimismo, se requiere a la Dirección General de Enseñanza
Universitaria del Ministerio de Educación y Ciencia ya la Sección
Tercera de la Sala de lo Contencioso-Administnivo de la Audiencia
Nacional, a fin de que remitaD testimonio de las actuaciones a Que
se refiere el presente recurso

9. Por nueva providencia de 8 de julio de 1987, la Sección
Cuarta acuerda tener por recibidos los testimonios de las actuacio­
nes a que se refiere la providencia anterior, a la vez que se concede
un plazo común de veinte días al Ministerio Fiscal y al solicitante
del amparo para que, con vista de las actuaciones, aleguen lo que
estimen pertinente.

10. [} Fiscal, en escrito de 23 de julio indica Que el presente
recurso es de contenido prácticamente~ a los 168, 827 y 1.141,
en los que formuló en su momento las oportunas alegaciones
previstas en el art. 52 LOTC El primero de estos recursos ya ha
sido fallado por la STC 62/1987, de 20 de mayo, que desestimó la
pretensión de que las resoludones del Ministerio de Educación y
Ciencia allí impugnadas -iguales a las que ahora se recurren­
vulneraran los derechos fundamentales amparados en los arts. 14
Y 23.2 de la Constitución. Por ello, el Fiscal se remite a lo que
dictaminó en aquellas ocasiones y, por supuesto, a lo resuelto en la
Sentencia referida. En su consecuencia, solicita la desestimación del
presente recurso.

En cuanto a la lesión del derecho de tutela judicial por no haber
admitido el recurso de apelación que planteó el recurrente, vulnera­
ción no invocada en los anteriores recursos, da por reproducido lo
expuesto en su anterior informe de admisión, sin que parezca
procedente añadir nada más.

11. Don Fenando Julio Herrera González. Procurador de los
Tribunales, en nombre y representación de don Luis Miguel
Malina Trigueros, en escrito de 3 de septiembre de 1987, reitera los
argumentos de su demanda y añade que la STC 62/1987, de 20 de
mayo, dictada por la Sala Primera de este Tribunal, en el recurso
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de amparo 168/86, es sólo «aparentemente similar» al inrerpuesto
por esta pane, como se deduce, dice, de su lectura.

Añade que la Sentencia recurrida, apane de vulnerar el
art. 14 CE. -según se argumenta en la demanda del presente
recurso-, vulnera el a.."1. 24 CE., pues no tutela el derecho de su
repsentado a que un acto administrativo (el acto del Tribunal
aprobándole en el tercer y último ejercicio de la oposición)
declarativo de derechos, sólo sea revocado previa declaración de
lesividad para el interés público y posterior imp~ación ante la
jurisdicción contencioso-administrativa, según eXIgencia combi­
nada del arto 110 de la ley de Procedimiento y 10 del Reglamento
General para ingreso en la Función Pública.

Finalmente, suplica la estimación del amparo.
12. Por providencia de 23 de noviembre de 1987, se señaló

para deliberación y votación de la Sentencia el día 9 de diciembre
de 1987.

!l. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. Considera aqUÍ el actor, como )'a se ha expuesto en los
antecedentes, que la Orden del Ministeno de Educación y Ciencia
de 3 de agosto de 1983, la Sentencia de la Audiencia Nacional de
20 de septiembre de 1986 que la confirma -así como la providencia
de 4 de noviembre de 1986 y Auto de 30 de enero de la misma
Audiencia- vulneran los ans. 14 y 24 de la C.E., el primero porque
en supuestos análogos a los del recurrente el Ministerio, con
anterioridad, había procedido de modo distinto, intevando en el
Cuerpo de Profesores Adjuntos de Universidad a qUienes habían
aprobado los ejercicios pertinentes, aun excediendo de las plazas
convocadas, en calidad de aspirantes en expectativa de ingreso; y
el segundo, porque la Audiencia Nacional, en sus resoluciones, le
negó la tutela judicial efectiva al no dar trámite a la apelación, por
entender que el tema se refería a cuestiones de personal.

Se trata, pues, de un recurso de naturaleza mIxta, no porque se
citen los dos preceptos constitucionales, sino ,por la referencia que
en conjunto se hace tanto al acto admiDlstrativo como a la
Sentencia judicial que 10 confirma. Sin embargo, ello no·im~dirá
tratado como un problema unitario de igualdad en la aplicaCión de
la Ley, que, en verdad, habrá que referirlo con más intensidad al
acto de la Administración, ya que la Audiencia Nacional se limita
a confirmar el acto mediante la debida fundamentación y no se
aporta precedente judicial alguno en el que se haya resuelto con
distinto criterio, apareciendo más bien lo contrario, pues, como
luego se verá, lo que se dan son resoluciones semejantes a la
Sentencia aquí impugnada, sin que por lo tanto en este aspecto se
pueda hablar de violación del principio de igualdad.

2. En efecto, son ya varias las resoluciones de este Tribunal
que han resuelto el mismo problema suscitado tanto por actos
administrativos iguales como por Sentencias de la Audiencia
Nacional que se pronunciaron en el mismo sentido que la aquí
también recurrida. Se trata de las SSTC 62/1987, de 20 de mayo,
y 175/1987, de 4 de noviembre, así como del Auto de 10 de junio
de 1987 (R.A. 1.266/86). En diehas resoluciones se trataba de la
misma pretensión, fonnulada por quienes no habían sido nombra­
dos Profesores adjuntos de Universidad, pese a haber aprobado
todos los ejercicios, y en la situación pretendida de ex~tiva de
destino, nombramiento negado por Orden ministenal en cada
supuesto y que, según los diversos recurrentes, se apartaban
manifiestamente del criterio administrativo anterior. No hay más
variante, en todos los casos citados, que la personal de los
aspirantes a las plazas y la de las plazas concretas.

Ambas Sentencias de este Tribunal afirman lo mismo, y en
consecuencia, dado que la situación de hecho y de los fundamentos
que se aplicaron son exactos a los que aqUÍ se presentan como
materia del recurso de amparo, bastará con remitirse a los que
aquellas Sentencias dijeron, ambas contestes, así como la del Auto
citado en relación con ellas.

En el caso -como en los de las Sentencias citadas- aparece
acreditado que el Ministerio de Educación y Ciencia, al resolver los
concursos-oposición a Profesores adjuntos de Universidad venía
aplicando reiteradamente la disposición adicional quinta, 2, del
Real Decreto-1ey 22/1977, de 30 de marzo, y primera, 2, de la Ley
21/1981, de 6 de agosto, en el sentido de nombrar profesores
adjuntos a los aprobados con mejor puntuación que cubrían las
plazas convocadas y nombrar aspirantes en expectativa de ingreso
a los aprobados que excedían de las plazas convocadas en espera de
que se produjeran vacantes.

Este criteno es radicalmente modificado en la Orden ministerial
recurrida, en la cual, partiendo de la con~ideraci6n de que no se
pueden aprobar más opositores que los que correspondan a las
plazas anunciadas, se acuerda aprobar a los seis opositores que han
obtenido mejor puntuación para cubrir las seis vacantes convoca­
das y se anula la calificación de aprobado que el Tribunal concedió
al opositor posterior en puntuación denegándole, en consecuencia,
el nombramiento de asplI'8nte en expectativa de ingreso, tal Ycomo
se venía haciendo con anterioridad.
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La Sentencia de la Audiencia Nacional declara conforme a
Derecho dicha Orden ministerial. reiterando doctrina declarada en
anterior Sentencia de 14 de octubre de 1985, según la cual la
disposición adicinna! quinta, 1.2.°, del Real Decreto-Iey 22/1977,
de 30 de marzo, debe interpretarse en el sentido de que autoriza a
nombrar aspirantes en expectativa 8 quienes, superando las prue.­
bas de selección, quedan dentro del número de plazas que han sido
anunciadas en la convocatoria como vacantes que previsiblemente
pueden producirse en el plazo máximo· de un año a partir de la
fecha de la convocatoria, careciendo, por tanto, del derecho a ese
nombramiento los aprobados fuera de plazas arlunciadas.

Pues bien -reiterando lo que se dice en la Sentencia de 4 de
noviembre de 1987-, la vulneración del principio de igualdad ante
la Ley requiere la presencia de dos presupuestos esenciales, la
aportación de un término válido de comparación que acredite la
igualdad de supuestos y la de que se trate de un cambio de criterio
inmotivado o con motivación irrazonable o arbitraria. En este
sentido se ha de repetir aquí que el cambio de criterio por el
Ministerio de Educación y Ciencia «tuvo por objeto abandonar,
por razones objetivas y generales, alejadas de todo propósito
discriminatorio, una práctica administrativa cuya ilegalidad se ha
visto refrendada por la jurisdicción contenciosa en Sentencias
uniformes dotadas de fundamentación razonable y no arbitraria»
(fundamento jurídico S.").

En consecuencia, las resoluciones administrtivas aquí impugna­
das no han vulneradn el principin de igualdad ante la Ley del
art. 14 de la C.E. ni tampoco puede imputarse tal vulneración a las
resoluciones judiciales que no han cambiado de criterio, sino que
han reiterado el mismo criterio adoptado anteriormente en supues-­
tos similares.

Por lo demás, hay que dar por reproducidos los razonamientos
de las Sentencias citadas.

3. Por lo que se refiere a la vulneración del arto 24 de la C.E.,
que se reprocha a la providencia y Auto referidos, en cuanto no

28506 CORRECCION de errores en el texto de la Sentencia
número 164/1987, de 27 de octubre, del Tribunal
Constitucional, publicada en el Suplemento al «Bole­
Un Oficial del Estado» número 279. de 21 de noviem·
breo

Advertidos errores en el texto de la Sentencia núm. 164/1987,
de 27 de octubre, del Tribunal Constitucional, publicada en el
Suplemento al «Boletín Oficial del Estado» núm. 279, de 21 de
noviembre, se transcriben a continuación las oportunas correccio­
nes:

En la página 4, primera columna, párrafo 4, linea 8, donde dice:
«arts. 1.1.9 y 14~, debe decir: «arts. 1.1,9 Y 14~.

En la página 4, primera columna, párrafo 5, línea 7, donde dice:
«Seguido en», debe decir. «SegUido por».

En la página 4, primera columna, párrafo 5, línea 8, donde dice:
«672/19782~, debe decir. .62/1978~.

En la página 4, segunda columna, último párrafo. línea 11,
donde dice: «pOr ello admitida», debe decir. ~r ello inadmitida».

En la paglDa S, segunda columna, párrafo 1, linea 12, donde
dice: (<aSunto SO», debe decir: «asunto no».

28507 CORRECClON de errores en el texto de la Sentenda
número 165/1987, de 27 de octubre, del Tribunal
Constitucional. publicada en el Suplemento al «Bole­
tln Oficial del Estado» número 279, de 21 de noviem·
breo

Advertidos errores en ~I texto de la .Sen~ncia núm. 165/1987,
de 27 de octubre, del Tnbunal ConstltuClonal, publicada en el
Suplemento a! «Boletín Oficia! del Estado~ núm. 279 de 21 de
noviembre, se transcriben a continuación las oportuna; con-eccio­
nes:

En la página 7, primera columna, último párrafo, línea 2, donde
dice: «demandas», debe decir. «demandantes».

En la página 9, primera columna, párrafo 4, linea 6, donde dice:
«jurisprudencia.», debe decir. «la junsdicci6ID).

28508 CORRECClON de errores en el texto de la Sentencia
número 166/1987, de 28 de octubre, del TribulUl!
Constitucional, publicada en el Suplemento al «Bole­
tin Oficial del Estado» número 279. de 21 de noviem·
breo

Advertido error en el texto de la Sentencia núm. 166/1987, de
28 de octubre, del Tnbunal Constztucional, publicada en el
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admiten el recurso de apelación contra la Sentencia, hay que
afirmar que no existe tal yu1nera~ión no sólo por las ~?~es que
da el Fiscal en sus alegaciones, smo porque la tutela judiCial a la
que se refiere el precepto se ha prestado al recurrente en la fonna
prevista en el arto 117.3 de la C.E., y esas resoluciones se adoptaron
en virtud de una interpretación más que razonable y fundada en
derecho de las normas procesales apl.ica~les, sin qu~ compe~ ah~ra
a este Tribunal, según su reiterada doctnna, correg¡r~ aplicaCión
de la legalidad ordinaria, aparte de que la exclUSión legal del
recurso de apelación en cuestiones de person~ s,e funda t:n ~~nes
objetivas de ordenación procesal y no en subjetivas de cliscnnuna­
cion de colectivo alguno, e independientemente de que, como es
sabido, de la Constitución no resulta un derecho general a la doble
instancia, salvo en materia penal. . .

En definitiva, y por todo lo expuesto, procede la desestunaClón
del recurso.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,

POR LA AUTORIDAD QUE J.E CONFIERE LA CON5TITU­
ClON DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

Desestimar el amparo solicitado.
Publiquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado~.

Dada en Madrid a diez de diciembre de mil novecientos
ochenta y siete.-Gloria Begué Cantón.-Angel Latorre
Segura.-Fernando Garcla-Mon ~ Gonzil\ez-Regueral.-Carlos de la
Vega Benayas.-JesÚs Leguina Villa.-Lws López Guerra.-Frrmados
y rubricados.

Suplemento al «Boletín Oficial del Estado» núm. 279, de 21 de
noviembre, se transcribe a continuación la oportuna corrección:

En la p;lsina !l, segunda columna, pilrrafo 4, línea 2, donde
dice: «una lesiqw), debe decir: «UDa lesiÓn».

CORRECCION de errore'S en el texto de la Sentencia
número 168/1987, de 29 de octubre, del Tribunal
Constitucional, publicada en el Suplemento al «BoJe­
tin Oficial del Estado» número 279, de 21 de noviem­
bre.

Advertidos errores en el texto de la Sentencia núm. 168/1987,
de 29 de octubre, del Tribunal Constitucional, publicada en el
Suplemento a! «Boletín Oficial del Estado~ núm. 279, de 21 de
noviembre, se transcriben a continuación las oportunas COrTeCClo­
nes:

En la pagina 17, segunda columna, Dárrafn 2, linea 1, donde
dice: «4.-Acurre además», debe decir. «J.-Ocurre ademáS)).

En la página 17, segunda columna, pilrrafo S, línea 1, donde
dice: «5. El», debe decir: .4. 8».

CORRECC/ON de errores en el texto de la Sentencia
número 169/1987, de 29 de octubre, del Tribunal
Constitucional, publicada en el Suplemento al «Bole­
tin Oficial del Estado» número 279, de 21 de noviem·
breo

Advertido error en el texto de la Sentencia núm. 169{1987, de
29 de octubre, del Tribunal Constitucional, publicada en el
Suplemento al «Boletín Oficial del Estado» núm. 279, de 21 de
noviembre, se transcribe a continuación la oportuna corrección:

En la página 20, primera columna, párrafo 1, línea 7, donde
dice: «y !l3.2~, debe decir: «y 113.2 d)>>.

CORRECCJON de errores en el texto de la Sentencia
número 170/1987, de 30 de octubre, del Tribunal
Constitucional. publicada en el Suplemento al «Bole­
tín Oficial del Estado» número 279, de 21 noviembre.

Advertidos errores en el texto de la Sentencia núm. 170/1987,
de 30 de octubre, del Tribunal Constitucional, publicada en el

-.


